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Proceso  Ordinario 

Demandante Ramón Argiro Posada Tapias y otra 

Demandado Construcciones Conaltura S.A.  

Radicado  No. 05001-31-03-012-2013-01003-02 

Procedencia Juzgado Veintiuno Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 039 

 Decisión  Confirma 

Tema  Responsabilidad civil contractual 

Subtemas  Contrato. Incumplimiento contractual. Prueba de los 

daños y perjuicios reclamados. Carga de la prueba.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), dieciocho de noviembre de dos mil veintiuno 

 

I. OBJETO 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, en el proceso ordinario instaurado por los 

señores RAMÓN ARGIRO POSADA TAPIAS y MARTHA 

LIGIA POSADA MAZO, en contra de la sociedad 

CONSTRUCCIONES CONALTURA S.A. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Solicitan los demandantes se declare que la 

demandada incumplió el contrato de compraventa contenido 

en la escritura pública No. 9053, del 19 de noviembre de 

2002, otorgada en la Notaría 15 de Medellín, mediante la cual 

adquirieron de manos de ésta la casa 210, vivienda de 

tipología 2, que hace parte de la edificación No. 6 de la 

manzana 3 de la Urbanización San Sebastián, situada en el 

Municipio de Medellín, calle 96 No. 83-130, levantada sobre 

el lote No. 1 de la misma manzana; primera subsidiaria 

consecuencial de la primera principal: Como consecuencia de 

lo anterior, se disponga que las cosas vuelvan al estado 

precontractual y que la demandada devuelva a los 

demandantes el valor del precio de compra, debidamente 

indexado; segunda subsidiaria a la segunda consecuencial: 

Se ordene la indemnización de los perjuicios materiales por 

daño emergente y lucro cesante causados a los pretensores 

con ocasión al incumplimiento contractual, conforme la 

cuantificación efectuada de forma razonada o a la que se 

demuestre en el proceso; tercera subsidiaria a la primera 

principal: Se declare la rescisión del contrato de 

compraventa, celebrado entre las partes y que viene de 

indicarse, en virtud del incumplimiento de la obligación de 

saneamiento de los vicios redhibitorios o vicios ocultos 

existentes en el bien; cuarta consecuencial a la tercera 

subsidiaria: Como consecuencia de lo anterior, se imponga la 

indemnización de los perjuicios materiales por daño 

emergente y lucro cesante causados a los demandantes con 
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ocasión al incumplimiento contractual, conforme la 

cuantificación efectuada de forma razonada o la que se 

demuestre en el proceso. 

 

Elementos fácticos: Afirman los demandantes que 

adquirieron de manos de la demandada una vivienda de 

interés social, distinguida con la matrícula inmobiliaria No. 

01N-5202142 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín, Zona Norte, mediante escritura pública 

No. 9053 del 19 de noviembre de 2002, otorgada en la 

Notaría 15 de Medellín; los pretensores cumplieron todas sus 

obligaciones; entrando al disfrute aparente pero no real del 

inmueble, por los múltiples inconvenientes por humedades, 

fisuras en paredes y pisos, hundimientos en general, que se 

presentaron pocos meses después, lo que originó dificultades 

permanentes en el uso y disfrute del bien; la demandada se 

obligó al saneamiento de los vicios redhibitorios en el 

contrato de compraventa y lo previsto en los arts. 1914 a 

1927 del C. Civil; los actores han presentado las solicitudes 

del caso, tanto a la sociedad demandada como a la Caja de 

Compensación Familiar  “COMFAMA”; a pesar de los informes 

técnicos aportados y soluciones dadas, los daños no han sido 

solucionados, causando perjuicios materiales en las 

modalidades de daño emergente y lucro cesante; además, 

realizaron varias reparaciones y mejoras al inmueble para 

evitar su deterioro y hacerlo apto para su uso; así como la 

adición prevista en el terreno que estaba sin construir, 

arreglos y mejoras que tuvieron un costo total de 

$36.700.000.oo y ejecutados por el señor Henri Posada, 

quien suministró los materiales para la construcción.  
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Admisión de la demanda y réplica: Admitida la demanda 

y notificada a la sociedad demandada, ésta la replicó, se 

opuso a las pretensiones y esgrimió los siguientes medios de 

defensa: (i) inexistencia de la obligación; (ii) falta de 

causa y objeto en las pretensiones del actor; (iii) 

cumplimiento; iv) ausencia de vicios ocultos o 

redhibitorios y, v) prescripción. 

 

Sentencia: Se profirió el 15 de noviembre de 2019, con la 

siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: Desestimar las pretensiones en este proceso 

ORDDINARIO promovido por RAMÓN ARGIRO POSADA 

TAPIAS y MARTHA LIGIA POSADA MAZO contra la sociedad 

CONALTURA CONSTRUCCIÓN Y VIVIENDA S.A., por lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

“SEGUNDO: No hay lugar a condenar en costas a la 

parte actora, en virtud del amparo de pobreza que les fue 

concedido”.  

 

En torno a los presupuestos para la eventual declaración de 

responsabilidad civil contractual, en cuanto a la existencia de 

un contrato bilateral válidamente celebrado, indica que, en el 

expediente reposa copia de la escritura pública No. 9053 del 

19 de noviembre de 2002, otorgada en la Notaría 15 de 

Medellín, mediante la cual los demandantes adquirieron de la 

demandada una vivienda de interés social ubicada en la calle 

96 No. 83-130, casa 210 de la ciudad de Medellín, distinguida 

con la matrícula inmobiliaria No. 01N-5202142 de la Oficina 
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de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, Zona 

Norte, con un precio de $15.450.000.oo y dejó sentado que 

para la fecha del acto escriturario ya había hecho entrega del 

inmueble; se acordó que la vendedora se obligaba al 

saneamiento en los casos de ley, bien por evicción o por 

vicios redhibitorios; además, aportó el certificado de tradición 

y libertad, donde aparece en la anotación 2, el registro del 

acto escriturario; estando reunidas las exigencias para la 

existencia y validez, sin que sobre el mismo exista discusión 

por parte de los extremos del litigio; como la parte 

demandada no atribuyó incumplimiento alguno a los 

demandantes, se debe entender que estos cumplieron con 

las obligaciones a su cargo y están legitimados para 

demandar el incumplimiento de la encausada. 

 

Del incumplimiento endilgado al extremo pasivo, como lo 

señaló el Tribunal al resolver en segunda instancia la 

sentencia anticipada, encuentra sustento en “la no entrega 

del bien objeto del contrato en condiciones de servir”, lo que 

se deriva de la “cosa” como elemento esencial del contrato 

de compraventa que, por su naturaleza o designio de los 

contratantes está llamada a desempeñar una función de 

acuerdo a su naturaleza y cuando no la colma, se plantea el 

interrogante relativo a las consecuencias jurídicas de tal 

situación; de ahí que la protección dispensada por el 

ordenamiento jurídico a los derechos e intereses del 

comprador, comprende acciones diferenciadas en su 

naturaleza, requisitos y efectos; siendo menester el estudio 

de la prueba del mencionado incumplimiento, carga que 

corresponde a la parte demandante como lo ordenan los arts. 
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164 y 167 del C. General del Proceso; parte de la cláusula 

octava de la escritura pública No. 9053, que consigna que 

para la fecha de la suscripción ya los demandantes habían 

recibido el inmueble objeto del contrato. 

 

A folio 28 del expediente reposa copia del comunicado del 12 

de junio de 2003, que remitió la sociedad demandada a los 

propietarios en general de la Manzana 3 de la Urbanización 

San Sebastián, donde se encuentra el bien objeto del litigio, 

donde informa que de acuerdo al escrito del 10 del mismo 

mes y año, el cual no fue allegado al proceso, “El muro al que 

hacen referencia, no hace parte de la estructura de 

ampliación de la vivienda, por lo tanto deben separar los 

muros que conectaron y hacer uno independiente de acuerdo 

con el diseño estructural aprobado”; de la respuesta a la 

demanda se desprende que esta recomendación no fue 

acatada; amén, que se debe entender que fue recibida por 

los demandantes en tanto que allegaron copia al plenario; 

igualmente, se observa comunicación dirigida por los 

copropietarios, entre ellos,  los pretensores, a la sociedad 

demandada el 17 de junio de 2003, haciendo mención a un 

problema con las aguas lluvias que caen al barranco de la 

parte trasera de las casas causando humedades, estando a 

la espera de una solución desde diciembre de 2002; sin que 

aparezca constancia de su recibo, ni elemento alguno que dé 

cuenta que desde dicha data, existían requerimientos en tal 

sentido; en escrito del 19 de junio de 2003, visible a folio 31, 

se observa que la compañía demandada informa a 

“COMFAMA” que ha atendido y solucionado las inquietudes 

de los propietarios, señalando del muro de contención de la 
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manzana 3, donde está ubicado el inmueble de propiedad de 

los actores, que el problema radica en que éstos en la 

ampliación se pegaron del mismo sin que lo pudieran hacer 

y que les han informado sobre la imposibilidad de atender 

reclamaciones de humedad en ese muro mientras estén 

conectados al mismo; comunicación conocida por los 

pretensores dado que  aportaron copia al proceso; en esa 

misma fecha, la demandada remitió comunicación a los 

propietarios de la manzana 3 de la urbanización, como 

respuesta al escrito del 17 de junio de 2003, insistiendo en 

que el muro de contención no hace parte de la vivienda y que 

a pesar de ello, lo habían utilizado como parte de la 

estructura de las ampliaciones sin que se pudiera hacer, y 

que cada propietario debía hacer su muro conforme los 

planos suministrados; a folio 34 aparece copia del acta de 

visita realizada el 22 de julio de 2003, por la Secretaría de 

Salud de la Alcaldía de Medellín, señalando varios inmuebles 

como perjudicados, entre los cuales se encuentra el de los 

demandantes, precisando que “al momento de la visita se 

observa filtración leve, informan que se incrementa en época 

de invierno, se realizaron pruebas de vertimientos en calle 

96 No. 83 con resultados negativos” y, se recomienda la 

“construcción de filtros para recolección de aguas 

subterráneas”; a folio 42 reposa copia del acta de visita del 

25 de marzo de 2004, realizada por la misma entidad, en la 

que describe “…humedades a nivel del piso, entre otros, del 

apto. 210 que se incrementan en invierno, problema 

ocasionado por aguas subterráneas”; dejando constancia que 

el 22 de julio de 2003, se recomendó la construcción de filtros 

y, por tanto, recomiendan de manera general “…Construir 
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filtros en condiciones técnicas adecuadas e impermeabilizar 

pisos y paredes hasta terminar problema”; no se tendrán en 

cuenta los documentos obrantes a folio 43 a 46, porque entre 

las propiedades que allí se relacionan como afectadas, no se 

incluye la de los demandantes; la representante legal de la 

sociedad demandada al absolver el interrogatorio de parte, 

fue clara en señalar que con posterioridad a la entrega del 

inmueble a los demandantes, éstos elevaron una serie de 

requerimientos por las humedades y filtraciones de agua que 

se presentaban en la parte posterior de la vivienda, a lo que 

la empresa envió personal técnico para verificar la situación, 

evidenciando que ello obedecía a una mala ejecución de la 

ampliación o reforma, porque al realizarla se pegaron de un 

muro de contención de la parte posterior que no hacía parte 

de la vivienda, a pesar de lo cual hicieron una intervención 

sobre dicho muro. 

 

Si bien los anteriores elementos dan cuenta de una serie de 

reclamaciones por parte de los demandantes e intercambio 

de comunicaciones, a más de algunos documentos dirigidos 

por “COMFAMA” a la demandada, no permiten establecer de 

manera inequívoca y concreta, las anomalías que presenta el 

inmueble de los actores ni el origen o la causa de ellas, 

puesto que lo dicho en la demanda y lo manifestado por los 

testigos, culpando a la accionada, son especulaciones sin 

apoyo científico; pues resulta evidente que para poder llegar 

al convencimiento de que la parte demandada es la 

responsable, se tenía que acreditar de manera inequívoca y 

concreta, la existencia de los mencionados daños, al igual 

que las causas que dieron lugar a ellos, así mismo, que fue 
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por acción u omisión de la accionada, allegando pruebas 

técnicas que den cuenta de las causas concretas de las 

afectaciones que presentó la construcción y que eran 

atribuibles de manera irrebatible a la empresa constructora, 

para lo cual se debía aportar mínimamente el estudio de 

suelos que permita concluir la falta de precauciones y la 

negligencia en la labor constructiva adelantada, elementos 

de certeza que brillan por su ausencia. 

 

Frente a la prueba pericial, observa que la demandada no 

presentó contradicción alguna en cuanto no allegó un nuevo 

dictamen ni solicitó la comparecencia del experto para que 

absolviera los cuestionamientos, como lo establece el 

ordenamiento procesal; sin embargo, ello no significa que la 

experticia se tenga a plenitud, puesto que las conclusiones a 

las que puede llegar un auxiliar de la justicia, no se pueden 

tomar a rajatabla por el juez para adoptar la decisión, pues 

el mismo se debe valorar conforme con las normas que 

regentan la materia; al efecto, se observa que el dictamen 

aparece huérfano del cumplimiento de los requisitos mínimos 

que debe contener; esto es, los previstos en los numerales 3 

a 10 del art. 226 del C. General del Proceso, lo que de entrada 

es suficiente para no tenerlo en cuenta; no obstante y a pesar 

de dicha debilidad, se procede a su análisis observando las 

siguientes circunstancias a lo largo de los documentos que 

contiene: En el escrito a folios 175 a 179, el experto refirió a 

que inspeccionó el inmueble encontrando fisuras en muros 

internos, de fachada y en pisos y allegó varias fotografías; 

así mismo, indicó que se observan fisuras en los muros y 

pisos en la zona de la casa que fue construida por los 
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propietarios, luego de la entrega del inmueble y que las 

mismas fueron provocadas por asentamientos de la 

estructura, pero no relacionó las pruebas que fueron 

realizadas para llegar a dicha conclusión; en el documento a 

folios 182 a 184 relacionó varias fotografías con sus 

respectivos comentarios, las que corresponden a un primer 

piso cuando la vivienda de los pretensores es en un segundo 

nivel, a menos que se trate de la parte posterior que se dijo 

fue construida por éstos, circunstancia que no es clara para 

el Despacho; además, refirió a la existencia de fisuras en la 

fachada, sin aclarar si corresponden al primer nivel casa 110, 

o la vivienda de los demandantes; señalando que las mismas 

tenían mucho tiempo y eran provocadas por asentamientos 

del terreno, lo que es común en edificaciones nuevas por el 

acomodamiento natural del suelo; que no se deben a una 

mala construcción sino a un mal control de aguas 

subterráneas en el proceso de construcción; pero sin aportar 

los estudios técnicos y de suelos que le permitieron arribar a 

esa conclusión; además, fue claro en señalar que la 

construcción de la ampliación del inmueble incrementó la 

aparición de éstas, pero no explicó de qué manera había 

incidido; a folios 189 a 191 afirmó que los planos y la 

construcción entregadas por la demandada, cumplían con las 

normas técnicas vigentes, aclarando, que los diseños se 

realizaban según el estudio de suelos previo, pero no indicó 

si se realizó de forma deficiente, pues no aportó el 

correspondiente estudio técnico – científico; incluso, afirmó 

que en los planos el espesor de los muros era de 12 

centímetros y fue construido de 10 centímetros sin precisar 

si se refería a todo el inmueble o solo a la ampliación, y no 
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quedó clara la incidencia de tal circunstancia en las 

afectaciones de que se duelen los demandantes, y sobre la 

causa real y concreta que las originó; a folios 207 a 209, 

refirió de manera general a las causas del agrietamiento de 

edificios, los tipos de asentamientos y sus causas, para 

finalmente señalar que sus conclusiones están basadas en la 

teoría y la experiencia en el ejercicio de su profesión; 

precisando que las grietas eran de asentamiento y como 

causa probable la salida del agua del suelo, indicaría que no 

existió un reemplazo o mejoramiento del material de 

desplante o desplazamiento de las partículas del suelo; 

tratándose entonces de simples conjeturas o exposición de 

probabilidades, sin un respaldo serio basado en estudios 

técnicos y científicos, que den cuenta de la génesis 

determinante y cierta del problema; lo que resulta suficiente 

para restar mérito y validez a la experticia y, por ende, no 

ser acogida. En cuanto a los testimonios rendidos a solicitud 

de los demandantes, poco aportan para dilucidar el asunto, 

porque se enfocan en describir los problemas que dicen haber 

percibido, esto es, las humedades y agrietamientos, pero no 

permiten establecer con certeza su causa, como tampoco que 

su aparición sea atribuible a las acciones u omisiones de la 

sociedad demandada. Se negarán las pretensiones de la 

demanda, sin lugar a condena en costas en virtud del amparo 

de pobreza de que gozan los pretensores.   

 

Apelación: Lo interpuso la parte demandante indicando los 

siguientes reparos: Existe una extraña y equivocada 

valoración de las pruebas regular y oportunamente 

aportadas, especialmente del dictamen pericial, el cual no fue 
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controvertido por la demandada y, por ello, alcanzó la 

firmeza de ley y se debió considerar en la sentencia; esta 

prueba es diciente al dar la razón a los reclamantes para 

deprecar la solución a los problemas que presentó su 

vivienda desde el momento de su entrega; pues en todos los 

análisis, informes y conclusiones se advierte por el experto 

que “las fisuras, agrietamientos y falta de estabilidad 

estructural de la vivienda se debieron a la mala recolección 

de las aguas subterráneas escorrentías, que no fueron debida 

y enteramente filtradas como lo ordenan las normas de 

topografía y construcción”; incluso, la jurisprudencia que trae 

el a quo le da la razón en la impugnación; los predicados del 

dictamen demuestran claramente la ocurrencia de la culpa y 

el nexo causal, que vincula el hecho de los daños producidos, 

con el resultado dañoso ocasionado por la demandada; como 

lo señala el perito en las conclusiones, al indicar: “… 2. Como 

se mencionó en el dictamen se encontraron fisuras en 

paredes y en pisos. La cual una de ellas ya se encuentra con 

un gran espesor en la fachada. 

 

“3. Por último, la aparición de estas fisuras provocadas por 

asentamientos del terreno, si bien es cierto que la aparición 

de estas son muy comunes en las edificaciones nuevas 

debido al acomodamiento natural del suelo, no fueron 

provocadas por una mala construcción o no seguimiento de 

un experto de la ampliación del inmueble, sino a un mal 

control de aguas subterráneas en el proceso de construcción, 

…”; donde resulta claro que el a quo se equivocó en la 

valoración de la prueba, porque es diciente en cuanto que las 

fisuras y agrietamientos no fueron provocados por una mala 
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construcción o por el no seguimiento de un experto en la 

ampliación del inmueble, como erradamente lo estimó el 

Despacho en la decisión; pero, más aún, la conclusión del 

dictamen es clara en cuanto que esos agrietamientos 

obedecieron “…a un mal control de aguas subterráneas en el 

proceso de construcción…”; lo que correspondía a la 

constructora porque era un paso previo para la estabilización 

del terreno, poniendo los filtros y haciendo las canalizaciones 

necesarias en la etapa previa y de adecuación de terrenos y 

fundaciones y no lo hizo; amén, que la parte demandada no 

objetó el dictamen pudiendo hacerlo; no es cierto como lo ha 

querido hacer ver la demandada y lo asumió el Despacho, 

que cumplió con la entrega del inmueble como fue acordado 

en la escritura pública de compraventa, ni que los múltiples 

inconvenientes “…que presentó el inmueble obedecen a las 

ampliaciones y reformas que los actores realizaron sin 

cumplir con los requisitos, recomendaciones y restricciones 

establecidas las cuales eran de su conocimiento…”; 

apresurándose el a quo a emitir un juicio y a prejuzgar, sin 

analizar la prueba, pues así se advierte en ese aparte de la 

providencia, lo que resulta contraevidente con lo enunciado 

sobre la prueba pericial; de los interrogatorios y testimonios 

arrimados, en especial, el del representante legal de la 

sociedad demandada, advierte con mayor grado de 

credibilidad, que las ampliaciones fueron autorizadas por ésta 

y siguieron los lineamientos trazados en los planos, 

advertencias y prohibiciones que hicieron al respecto; nada 

tuvo que ver el muro de contención ni la adición realizada a 

la construcción, pues, siempre estaremos dirigiendo nuestra 

observación a la mala construcción, a la ausencia de 
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corrección de las humedades y aguas subterráneas, que 

propiciaron la desestabilización de la parte estructural, que 

aún permanece en pie, no obstante las varias reclamaciones 

que en tiempo se hicieron a la demandada y que atendía con 

“paños de agua tibia”; no se puede hablar de prescripción 

porque la obligación del constructor prevista en el Nral. 3º 

del art. 2060, es de diez (10) años; en conclusión, el a quo 

ha equivocado la valoración de las pruebas concluyentes 

arrimadas al plenario; solicita una mejor valoración, en 

especial del dictamen pericial que no fue objetado y, por 

tanto, debe ser acogido, disponiendo la revocatoria del fallo 

de primer grado y, consecuentemente, acogiendo las 

pretensiones (folios 232 a 236 cuaderno principal).  

  

Al descorrer el traslado en segunda instancia adujo que, 

desde la admisión de la demanda el a quo ha incurrido en 

varias fallas, solicitando la revisión de todo lo actuado, en 

especial, de las pruebas y más concretamente del dictamen 

pericial; la sentencia de primera instancia es errada y se debe 

revocar; en el dictamen aparecen determinados los vicios 

redhibitorios que producen y continúan generando perjuicios 

a los pretensores; como la pericia no fue controvertida por la 

demandada debió ser acogida en su integridad por el a quo; 

están demostrados el hecho causante del daño, su concesión 

y existencia, se debe pasar al terreno del nexo causal; a lo 

que se tiene, que en la pericia aparece determinado que la 

culpa por los daños ocasionados le incumbe a la encausada, 

quien no hizo lo que le correspondía para evitar las 

filtraciones y recoger las aguas escorrentías y subterráneas, 

para evitar la producción de los agrietamientos; generando 
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la demandada  la responsabilidad contractual que asumió en 

la escritura pública No. 9053, para el saneamiento del bien 

vendido; debió el Juzgado acoger las pretensiones 

impetradas y proceder a ordenar la indemnización de los 

perjuicios materiales y morales solicitados; como lo señaló al 

interponer el recurso, se debe analizar el dictamen y llegar a 

idéntica conclusión a la que plantea; acorde con la prueba 

oral recibida, los demandantes en las ampliaciones que 

realizaron en el segundo piso siguieron los lineamientos y 

advertencias, que en nada incidieron en los desperfectos, 

producto de la mala construcción atribuida al extremo 

pasivo; por estas razones, solicita se ausculten en debida 

forma las pruebas allegadas y le conceda la razón a la parte 

actora.   

 

Por su parte, el extremo pasivo señala que el apelante asimila 

que la admisión de la demanda conlleva el reconocimiento de 

sus pretensiones, olvidando que la admisión corresponde a la 

revisión del cumplimiento de los requisitos formales para tal 

cometido y el estudio de fondo de lo que es objeto de debate 

se realiza en las etapas subsiguientes; en el dictamen 

aportado no existe una evaluación o experimento sobre los 

temas mencionados, solo una visita ocular para identificar las 

afirmaciones de la demanda; el perito llega a unas 

conclusiones sin argumentos y sin investigar la realidad y 

causas de las situaciones encontradas; el informe no se 

puede tener como un dictamen porque se trata de un simple 

concepto u opinión producto de una visita ocular al sitio, que 

no cumple con lo previsto en el art. 226 del C.G.P., como lo 

advirtió el a quo en la sentencia de primer grado; las 
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alegaciones presentadas por el recurrente carecen de 

fundamento legal, siendo procedente confirmar la decisión de 

primera instancia. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿fue indebida la 

valoración probatoria? ¿se deben acoger las pretensiones de 

la demanda? 

 

El disenso: Afirma el recurrente que existe una indebida 

valoración probatoria, en especial del dictamen pericial, que 

no fue controvertido por la parte demandada y, por tanto, 

debió ser considerado al momento de dictar sentencia; la 

prueba es diciente porque en todos los análisis, informes y 

conclusiones se advierte que las fisuras, agrietamientos y 

falta de estabilidad estructural de la vivienda de los 

demandantes, se debe a la mala recolección de las aguas 

subterráneas escorrentías, que no fueron debidamente 

tratadas como lo ordenan las normas de topografía y 

construcción. 

 

Al efecto, advierte el Tribunal que es cierto que el experto en 

el dictamen da cuenta que inspeccionó el bien inmueble de 

propiedad de los demandantes y encontró fisuras en los 

muros internos y en la fachada, así como en el piso; pero, 

también es enfático en afirmar a modo de conclusión que 

“Estas fisuras fueron provocadas por asentamientos de la 
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estructura, lo que se puede observar es que todas estas 

fisuras han sido reparadas en varias ocasiones” (folio 179 

cuaderno principal); es más, frente al requerimiento 

realizado por el a quo en torno al origen de las fisuras y 

grietas (folio 181 cuaderno principal), señaló: “3. Por último, 

la aparición de estas fisuras provocadas por asentamientos 

del terreno, si bien es cierto que la aparición de estas son 

muy comunes en las edificaciones nuevas debido al 

acomodamiento natural del suelo, no fueron provocadas por 

una mala construcción o no seguimiento de un experto de la 

ampliación del inmueble, sino a un mal control de aguas 

subterráneas en el proceso de construcción, ya que fachadas, 

casas aledañas y en varias casas de la misma manzana, se 

presenta este suceso de fisuramiento en los muros. Cabe 

recalcar que la construcción de la ampliación del inmueble en 

mención, objeto del proceso, incrementó la aparición de 

estas” (folio 184 cuaderno principal); de donde se sigue, que 

al contrario de lo señalado por el recurrente, las grietas y 

fisuras que presenta la vivienda de los demandantes, no solo 

pudieron tener origen en un mal control de las aguas 

subterráneas, sino además en el asentamiento del terreno, 

lo que es muy común en edificaciones nuevas, debido al 

acomodamiento natural del suelo; a lo que se aúna que la 

ampliación de la construcción que realizaron los pretensores 

incrementó la aparición de estas; como se puede ver, el 

experto no es contundente en precisar cuáles de las grietas 

y fisuras fueron originadas por las aguas subterráneas o en 

que, porcentaje contribuyó a las mismas; pues además indicó 

que es normal que se presenten por el asentimiento de 

terrenos, especialmente en construcciones nuevas, lo que de 
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suyo no implica un defecto de construcción; pero, también 

indicó que la construcción para la ampliación incrementó la 

aparición de las grietas; en resumidas cuentas, indica tres 

causas para que se originaran las grietas; una de ellas, 

atribuible a los demandantes por la ampliación de la 

construcción; ahora, en cuanto a la existencia y origen de 

aguas subterráneas a las que refiere la demanda y de las que 

se duele el recurrente, no se trajo elementos que establezcan 

su existencia y origen, pues el experto no fue determinante 

al respecto; tampoco aportó elementos, como exploraciones, 

estudios técnicos y pruebas de laboratorio, como lo requiere 

un dictamen técnico – científico que dé cuenta de ello; a lo 

que se agrega, que tampoco existe constancia del momento 

exacto en que aparecieron las grietas y fisuras en la 

propiedad de los actores y si las mismas tuvieron origen en 

un mal control de aguas subterráneas en el proceso de 

construcción; si bien, el experto señaló que las fisuras tienen 

aproximadamente diez (10) años o más (folio 183 cuaderno 

principal), no determinó si al momento de levantar la 

edificación existían las aguas subterráneas y en caso positivo, 

si fueron debidamente o no controladas; si se realizó el 

estudio de suelos y los diseños de la obra y el proceso 

constructivo son acordes con éste, y si dichas aguas fueron 

la única causa que dio origen a las fisuras y grietas en la 

vivienda de los actores; para lo cual no allegó estudios que 

den cuenta sobre la presencia en el terreno de esas aguas y 

de su origen, se reitera. 

 

En cuanto a que la representante legal del extremo pasivo, 

en el interrogatorio que absolvió afirmó que autorizaron la 
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ampliación que realizaron los demandantes y que éstos 

siguieron los lineamientos trazados en los planos, las 

advertencias y prohibiciones que al respecto se hicieron y, 

por tanto, ni el muro de contención ni la adición realizada a 

la construcción tuvieron que ver con los daños ocasionados a 

la propiedad; al contrario, afirmó que la vivienda tenía 

posibilidades de ampliación y que al momento de verificar su 

entrega se distribuía un manual de reformas donde 

señalaban las condiciones de tipo técnico en que se debían 

ejecutar; cuando “CONALTURA” envió al personal técnico,  

ingenieros, para verificar la situación del inmueble, en virtud 

de los requerimientos que presentaron los demandantes, se 

evidenció que ello obedecía a una mala ejecución de la 

reforma, porque las humedades y filtraciones de agua eran 

en la parte posterior de la vivienda; los propietarios hicieron 

una ampliación pegándose a un muro de contención de la 

parte posterior que no hacía parte de la propiedad y para 

mitigar el impacto que esta mala reforma había generado 

realizaron una intervención en el muro de contención (folio 

114 Vto., cuaderno principal), aserto corroborado con otros 

medios de convicción, como se pasa a indicar; si bien el 

auxiliar de la justicia confusamente señaló que las fisuras no 

fueron provocadas por una mala construcción o falta de 

seguimiento de un experto de la ampliación del inmueble, sin 

allegar estudios técnicos en tal sentido como se indicó; en 

cambio, fue contundente en afirmar que dicha ampliación 

incrementó la aparición de las fisuras (folio 184 cuaderno 

principal) y, que el muro de contención fue levantado con 

posterioridad a la construcción de la casa (folio 178 cuaderno 

principal); incluso, el testigo Henry Fredy Posada, quien 
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construyó la ampliación de la vivienda de los pretensores, 

afirmó que el muro de la parte de atrás es de contención y 

que la ampliación se pegó a dicho muro; que el muro de 

contención es para contener algo como un barranco y el muro 

carguero es para cargar un segundo o tercer piso; en la 

construcción de la ampliación hizo un filtro en triturado en el 

piso de unos 15 centímetros; no obstante, que señaló que la 

parte de atrás es muy húmeda y que el agua proviene del 

barranco aledaño y la falta de filtro en la parte de atrás del 

muro, no precisó en qué fundamenta dicha afirmación ni 

aportó prueba técnica en tal sentido, pues solo se limitó a 

señalar que si el filtro se hace en la otra parte no pueden 

existir humedades, pero que no participó en la construcción 

del muro ni realizó ningún trabajo para determinar si contaba 

o no con el filtro (minuto 07:38 y SS., archivo 20131003, 

DVD folio 218 cuaderno principal); incluso, en el documento 

remitido por la sociedad demandada a la Caja de 

Compensación Familiar “COMFAMA” el 19 de junio de 2003, 

en torno a las reclamaciones presentadas por los propietarios 

de la urbanización, señaló: “Desde la entrega de cada 

vivienda (septiembre del 2.002), se atendieron y 

solucionaron todas las inquietudes de los propietarios, pero 

en lo correspondiente al muro de contención de la manzana 

3, el problema radica en que los propietarios al hacer su 

ampliación se conectaron a dicho muro lo cual no se podía 

hacer. Se les ha manifestado que no es posible atender 

reclamaciones de humedad en este muro mientras se 

encuentren conectados a él” (folio 31 cuaderno principal); 

igualmente, en escrito del 19 de junio de 2003, que remitió 

el ingeniero del proyecto a los propietarios de la urbanización, 
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consignó: “Numeral 2: Adicional a la entrega del inmueble, 

se hizo entrega del manual de especificaciones y diseño, el 

cual tiene la información detallada de la vivienda entregada, 

las recomendaciones y como se debe llevar a cabo la futura 

ampliación. 

 

“Numeral 3: Se hizo entrega de la vivienda y el lote de 

terreno para la futura ampliación. El muro de contención no 

hace parte de la vivienda y cuando hicieron la ampliación 

utilizaron dicho muro como parte de la estructura, lo cual no 

se puede hacer. Es decir, el muro al que hacen referencia de 

la alcoba, no puede ser el de contención. 

 

“Si hubieran seguido las recomendaciones y diseños, habrían 

construido el muro de la alcoba como se especificó y no se 

les estaría presentando problemas de humedad” (folio 32 

cuaderno principal). 

 

Adicionalmente, la Caja de Compensación Familiar 

“COMFAMA” en comunicación del 10 de julio de 2003, que 

remitió a la demandada, señaló: “Los propietarios aseguran 

que “sus ampliaciones se extendieron hasta una longitud de 

4.50 metros, como lo indican los planos, y que esta medida 

coincide con el muro de contención señalado antes” (folio 25 

cuaderno principal); igualmente, el extremo pasivo mediante 

documento del 02 de marzo de 2004, con destino a la citada 

entidad, destacó: “Se llamó a cada una de las personas de la 

lista y confirmamos que no tienen ningún problema con el 

muro de contención, la razón por la que firmaron fue para 
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hacerle el favor a la señora Marta Posada Mazo, la cual 

finalmente es la única inconforme. 

 

“La razón del malestar de la señora Marta Posada Mazo es 

debido a que luego de hacer la ampliación en su casa, ella 

dice tener una humedad en el piso de dicha ampliación. 

Aunque se han hecho cerca de seis visitas desde el mes de 

octubre de 2003, no encontramos evidencia de humedad sin 

embargo se observa un piso que es más cercano a un 

mortero que a un concreto y es posible que se filtre la 

humedad natural del terreno. También se encuentran unas 

canoas y linderos con vecinos que de pronto se deban 

evaluar. 

 

“No se ha intervenido en soluciones para esta señora, porque 

estamos convencidos que si tiene problemas de humedad en 

el piso se debe a un inadecuado proceso constructivo en la 

ampliación. …” (folio 38 cuaderno principal). 

 

Aunado a lo anterior, se advierte, que los testigos Ángel María 

Posada Tapias, Gilma Esperanza Chavarría de Posada y Abilio 

Antonio Monsalve Cadavid, quienes rindieron declaración a 

solicitud del extremo activo, se limitaron a describir los 

problemas que en su sentir ha presentado el inmueble de los 

demandantes, como humedades, fisuras y agrietamientos; 

sin que dieran cuenta de las causas u origen de dichas 

afectaciones; amén, que no se trata de testigos técnicos con 

conocimientos científicos en la materia. 
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Así las cosas, el recurrente no aportó prueba idónea, 

fehaciente y contundente, que dé cuenta del origen de los 

daños supuestamente causados a la propiedad de los 

demandantes y, mucho menos, que son atribuibles al 

extremo pasivo, como acertadamente lo coligó el a quo, 

incumpliendo con la carga de la prueba que les incumbía en 

los términos del artículo 177 del C. de Procedimiento Civil, 

hoy 167 del Código General del Proceso. 

 

Conclusión: Consecuente con lo expuesto, se confirmará la 

sentencia de primer grado. 

 

No habrá lugar a condena en costas porque los demandantes 

están amparados por pobres. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se confirma la sentencia 

de fecha y procedencia indicadas. 

 

2. No hay lugar a condena en costas porque los demandantes 

están amparados por pobres. 
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3. Se ordena devolver el expediente al lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 


